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Caso núm. 
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Sobre:  

No conceder 
privilegio de libertad 

bajo palabra  
 

Panel integrado por su presidente, el Juez Steidel Figueroa, la Juez 

Cintrón Cintrón y la Juez Rivera Marchand 

 

Steidel Figueroa, Juez Ponente 
 
 

S E N T E N C I A  

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de enero de 2016. 

Comparece Edgardo Ramos Ponce y nos solicita que 

revoquemos la resolución emitida por la Junta de Libertad Bajo 

Palabra el 30 de octubre de 2015, archivada en autos el 16 de 

noviembre y entregada al confinado el 23 de diciembre de 20151. 

En el dictamen recurrido la Junta le denegó al recurrente el 

privilegio de libertad bajo palabra. Evaluado el recurso presentado 

el 14 de enero de 2016, conforme lo permite nuestro reglamento 

procesal, prescindimos de otros escritos, notificaciones o 

procedimientos adicionales para disponer de este.   

-I- 

Edgardo Ramos Ponce se encuentra confinado en la 

Institución Correccional Guerrero en Aguadilla y cumple una 

sentencia de ocho (8) años de reclusión por infracción a los 

                                                 
1 Conforme surge de una copia del Libro de control de documentos postales 
recibidos por los confinados en la Institución Guerrero 304, folio 163, entrada 
85. Apéndice del recurso, en la pág. 163 (también en la Moción en cuanto a 
documentos que no formaron parte del expediente ante la Junta, Documento I).  
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artículos 401 y 404 de la Ley de Sustancias Controladas, 24 LPRA 

sec. 2401 y 2404, respectivamente, y empleo de violencia contra la 

autoridad pública y amenazas bajo el actual Código Penal de 

Puerto Rico. Fue sentenciado el 30 de octubre y el 16 de diciembre 

de 2013 por tales delitos, respectivamente. La fecha de extinción 

tentativa de la sentencia está pautada para el 12 de noviembre de 

2017.  

Este caso tuvo Vista de Consideración el 7 de octubre de 

2015, ya que la Junta de Libertad Bajo Palabra adquirió 

jurisdicción sobre el caso el 2 de octubre de 2015. El 30 de 

octubre de 2015 la Junta emitió la resolución recurrida en la cual 

concluyó no concederle al recurrente el privilegio de Libertad Bajo 

Palabra. Las determinaciones de hechos consignadas en la 

resolución recurrida fueron las siguientes:  

1. En este caso, la Junta cumplió con su deber en Ley de 
Notificación a partes perjudicadas.  

2. El peticionario está clasificado en custodia mínima 
desde el 30 de marzo de 2015.  

3. Al peticionario le fue revocado el privilegio de 
Libertad a Prueba el 16 de diciembre de 2013 por 
haber incurrido en nuevo delito.  

4. El peticionario tiene historial de uso de sustancias 
controladas. Fue referido a tratamiento y culminó el 
tratamiento el 20 de agosto de 2015.  

5. El peticionario no propuso plan de salida en el área de 
Oferta de Empleo, debido a que expresó que cuenta con 
Seguro Social. Sin embargo, no sometió evidencia de 

ello. 

6. La candidata a Amiga Consejera fue corroborada. Sin 
embargo, esta reside en una jurisdicción diferente a 
la que ubica el hogar del peticionario. 

7. El peticionario propuso residir en el hogar de su 
hermana. Sin embargo, esta informó que el peticionario 
cuenta con hogar propio. No obstante, dicho hogar no 
pudo ser corroborado por el Programa de la Comunidad 
de Arecibo debido a que pertenece a la jurisdicción de 
Utuado.  

8. Al peticionario le fue realizada la prueba de Cernimiento 
de Nivel de Riego (PROXY), en la cual arrojó Bajo Riesgo 
de Probabilidad de Reincidencia. Por lo que no se tiene 
que realizar la Prueba de Interpretación de Factores de 
Riesgo.  

9. El peticionario no cuenta con Informe de Querella 
actualmente.  
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10. Al Peticionario le fue realizada la toma de muestra de 
ADN el 8 de octubre de 2014.  

11. Debido a la naturaleza del delito (empleo de 
violencia contra la autoridad pública y amenazas) 
así como el historial delictivo, resulta necesario que 
el peticionario sea evaluado psicológicamente por el 
Negociado de Rehabilitación y Tratamiento.    

(Énfasis nuestro).  

No conforme con la denegatoria del privilegio sobra tales 

determinaciones de hechos, Ramos Ponce comparece ante este 

foro y formula los siguientes señalamientos de error:  

PRIMER ERROR: ERRÓ LA HONORABLE JUNTA AL DETERMINAR 

DENEGAR EL PRIVILEGIO DE LIBERTAD BAJO PALABRA BASADO EN 

QUE NO PRESENTÓ OFERTA DE EMPLEO ALEGANDO QUE CUENTA 

CON SEGURO SOCIAL DE LO QUE NO SOMETIÓ EVIDENCIA.  

SEGUNDO ERROR: ERRÓ LA HONORABLE JUNTA AL 

DETERMINAR DENEGAR EL PRIVILEGIO DE LIBERTAD BAJO 

PALABRA, BASADO EN QUE LA AMIGA CONSEJERA PROPUESTA 

RESIDE EN UNA JURISDICCIÓN DISTINTA A LA DEL RECURRENTE. 

TERCER ERROR: ERRÓ LA HONORABLE JUNTA AL 

DETERMINAR DENEGAR EL PRIVILEGIO DE LIBERTAD BAJO 

PALABRA, BASADO EN QUE NO SE PUDO CORROBORA LA 

INFORMACIÓN EN CUANTO A LA RESIDENCIA PROPIA DEL 

RECURRENTE POR LA MISMA ESTAR EN LA JURISDICCIÓN DE 

UTUADO. 

Luego de evaluar en los méritos de esta petición de revisión 

judicial, sin trámite ulterior, según lo permite la regla 7(B)(5) del 

Reglamento del Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, R. 

7(B)(5), resolvemos. 

-II- 

En Puerto Rico el sistema de libertad bajo palabra está 

regulado por la Ley núm. 118 de 22 de julio de 1974, según 

enmendada, 4 LPRA sec. 1501 et seq. Mediante este sistema una 

persona convicta y sentenciada a pena de reclusión puede cumplir 

la última parte de su sentencia fuera de la institución penal, sujeto 

al cumplimiento con ciertas condiciones. Quiles v. Del Valle, 167 

DPR 458, 474-475 (2006); Maldonado Elías v. González Rivera, 118 

DPR 260, 275 (1987).  

Es la Junta de Libertad Bajo Palabra el organismo 

administrativo con funciones cuasijudiciales facultado para 
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decretar la libertad bajo palabra de cualquier persona que cumpla 

pena de reclusión. Tanto la autoridad como las facultades, poderes 

y deberes están expresados en el artículo 3 de la Ley núm. 118. 

Este artículo dispone lo siguiente:  

La Junta de Libertad bajo Palabra tendrá la siguiente 
autoridad, poderes y deberes:  

(a) Podrá decretar la libertad bajo palabra de cualquier 
persona recluida en cualquiera de las instituciones penales 
de Puerto Rico que hubiere sido o fuere convicta por delitos 
cometidos con anterioridad a la fecha de vigencia de la ley 
que establece el Sistema de Sentencia Determinada en 

Puerto Rico, o que hubiere sido o fuere convicta por delitos 
bajo la ley que establece el Sistema de Sentencia 
Determinada en Puerto Rico cuando haya satisfecho la 
multa dispuesta en la [33 LPRA sec. 3214] y haya cumplido 
la mitad de la sentencia fija que le ha sido impuesta, 
excepto cuando la persona haya sido convicta por asesinato 
en primer grado, en cuyo caso la Junta adquirirá 
jurisdicción cuando la persona haya cumplido veinticinco 
(25) años naturales, o cuando haya cumplido diez (10) años 
naturales si la persona convicta por dicho delito lo fue un 
menor juzgado como adulto. No obstante, en los casos de 
asesinato en primer grado cometidos bajo la modalidad 
comprendida en el [33 LPRA inciso (b) de la sec. 4002], la 
Junta no podrá decretar la libertad bajo palabra. La Junta, 
en los casos en que ordene que la persona recluida quede 
en libertad bajo palabra, podrá imponer las condiciones que 
creyere aconsejables y fijar condiciones que podrán ser 
alteradas de tiempo en tiempo, según cada caso lo amerite. 
Esta impondrá y hará constar por escrito, como parte de las 
condiciones de libertad bajo palabra, el compromiso del 
liberado de no incurrir en conducta delictiva y de no 
asociarse con personas reconocidas por su participación en 
actividades ilegales mientras esté disfrutando de los 
beneficios que le concede este capítulo. 

En los casos en que se determine que la persona utilizó un 
arma de fuego en la comisión de un delito grave o su 
tentativa, no se concederá el beneficio de la libertad bajo 
palabra. 

Como condición a la libertad bajo palabra la persona 

consentirá a someterse a un programa regular para la 
detección de presencia de sustancias controladas mediante 
pruebas confiables que permita su orientación, tratamiento 
y rehabilitación y deberá, además, tener registrado su 
nombre, dirección y demás datos en el Registro de Personas 
Convictas por Delitos Sexuales Violentos y Abuso contra 
Menores que se crea por ley en el Sistema de Información 
de Justicia Criminal, cuando haya sido convicto por alguno 
de los delitos allí enumerados. 

[…] La libertad bajo palabra será decretada para el mejor 
interés de la sociedad y cuando las circunstancias 
presentes permitan a la Junta creer, con razonable certeza, 
que tal medida habrá de ayudar a la rehabilitación del 
delincuente. Para determinar si concede o no la libertad 
bajo palabra la Junta tendrá ante sí toda la información 
posible sobre el historial social, médico, ocupacional y 
delictivo de cada confinado, incluyendo la actitud de la 
comunidad respecto a. la liberación condicional del 
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sujeto, y una evaluación que deberá someter [el 
Departamento] de Corrección [y Rehabilitación].  

Artículo 3(a) de la Ley 118 de 1974, 4 LPRA sec. 1503; (énfasis 

nuestro).  

La libertad bajo palabra es un privilegio que se otorga a un 

miembro de la población correccional si redunda en el mejor 

interés de la sociedad y si las circunstancias establecen que tal 

medida logrará su rehabilitación, claro está limitado a que el 

confinado cumpla con los criterios establecidos para su concesión. 

Quiles v. Del Valle, 167 DPR 458, 475 (2006); Lebrón Pérez v. 

Alcalde, Cárcel de Distrito, 91 DPR 567, 571 (1964). La concesión 

del privilegio de libertad bajo palabra descansa en la autoridad 

delegada a la Junta de Libertad bajo Palabra y este foro apelativo 

mediante recurso de revisión judicial solo puede revisar tal 

determinación de conformidad a las disposiciones pertinentes de la 

Ley de Procedimientos Administrativos Uniformes, Ley núm. 170 

del 12 de agosto de 1988, 3 LPRA sec. 2101 et seq. Ortiz v. Alcaide 

Penitenciaría Estatal, 131 DPR 849, 863 (1992).  

El artículo 3d de la Ley núm. 118 establece los criterios que 

considerará la Junta para determinar la elegibilidad a los 

programas de libertad bajo palabra:  

(1) La naturaleza y circunstancias del delito o delitos por 
los cuales cumple sentencia. 

(2) Las veces que el confinado haya sido convicto y 
sentenciado. 

(3) Una relación de liquidación de la sentencia o sentencias 
que cumple el confinado. 

(4) La totalidad del expediente penal, social, y los informes 
médicos e informes por cualquier profesional de la salud 
mental, sobre el confinado. 

(5) El historial de ajuste institucional y del historial social y 
sicológico del confinado, preparado por la 
Administración de Corrección y el historial médico y 
psiquiátrico preparado por Salud Correccional del 
Departamento de Salud. 

(6) La edad del confinado. 

(7) El o los tratamientos para condiciones de salud que 
reciba el confinado. 
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(8) La opinión de la víctima. 

(9) Planes de estudios, adiestramiento vocacional o estudio 
y trabajo del confinado. 

(10) Lugar en el que piensa residir el confinado y la actitud 
de dicha comunidad, de serle concedida la libertad bajo 
palabra. 

(11) Cualquier otra consideración meritoria que la Junta 
haya dispuesto mediante reglamento. La Junta tendrá la 
discreción para considerar los mencionados criterios 
que estime conveniente y emitirá resolución escrita con 
determinaciones de hechos y conclusiones de derecho.   

Artículo 3d de la Ley núm. 118, 4 LPRA sec. 1503d. 

Para implantar las disposiciones de su ley habilitadora, la 

Junta adoptó el Reglamento Procesal de la Junta de Libertad Bajo 

Palabra, Reglamento núm. 7799 de 21 de enero de 2010, según 

enmendado, que en su artículo IX establece los criterios sobre los 

cuales se evalúa la solicitud del privilegio. En particular, la sección 

9.1 del artículo IX establece, en lo pertinente al caso de autos, lo 

siguiente:  

A. La Junta evaluará las solicitudes del privilegio, caso a 
caso, conforme al grado de rehabilitación y ajuste que 
presente el peticionario durante el término que ha estado 
en reclusión. 

Al evaluar los casos, la Junta tomará en consideración los 
siguientes criterios con relación al peticionario: 

[…] 

7. Si cuenta con un plan de salida estructurado y viable 
en las áreas de oferta de empleo y/o estudio, residencia 
y amigo consejero. 

[…] 

d. Oferta de empleo y/o estudio. 

i. Todo peticionario deberá proveer una oferta de empleo 
o, en la alternativa, un plan de estudios, 
adiestramiento vocacional o estudio y trabajo. 

ii. La oferta de empleo se presentará mediante carta 
suscrita por la persona que extiende la oferta de 
empleo al peticionario, incluyendo la siguiente 
información: 

(a) Nombre completo, dirección postal y física y 
teléfono(s) de la persona que ofrece el empleo 

(b) Nombre, dirección postal y física, teléfono(s) y 
naturaleza del negocio en el cual se ofrece el 
empleo. 

(c) Funciones que ejercerá el peticionario y el horario 
de trabajo. 
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iii. Los planes de estudio, incluyendo el adiestramiento 
vocacional y/o el programa de estudio y trabajo, se 
presentarán sometiendo la carta de aceptación de la 
institución educativa, con expresión del programa o 
facultad al cual ingresará. 

iv. La falta de oferta de empleo o estudio no será 
razón suficiente para denegar el privilegio si el 
peticionario cumple con los demás criterios. 

v. Se exime de presentar una oferta de empleo o 
estudios en aquellos casos en que el peticionario 
padezca de alguna incapacidad física, mental o 
emocional, debidamente diagnosticada y certificada 
por autoridad competente. 

e. Residencia 

i.  Todo peticionario tiene que indicar el lugar en el cual 
piensa residir de serle concedida la libertad bajo 
palabra, bien sea en una residencia o un programa 
interno. 

ii.  De proponer una residencia, el peticionario proveerá 
el nombre completo y número de teléfono de la 
persona con la cual residirá, o de algún familiar 
cercano, así como la dirección física de la residencia. 
En estos casos, se realizará una investigación sobre 
la actitud de la comunidad donde propone residir el 
peticionario, de serle concedida la libertad bajo 
palabra. 

iii. […]  

iv. Para determinar si la vivienda propuesta es viable, la 
Junta considerará: 

[…]  

f. Amigo consejero. 

i. El amigo consejero tiene la función de cooperar con la 
Junta y el Programa de Comunidad en la 
rehabilitación del peticionario. 

ii. Requisitos 

ii. Requisitos 

(a) No tener relación alguna de afinidad o 

consanguinidad con el peticionario. A manera de 
excepción, esta prohibición no aplicará en 
aquellos casos que la Junta, en el ejercicio de su 
discreción, entienda meritorio a base de las 
circunstancias particulares del caso. 

(b) No ocupar un puesto o cargo electivo, ni estar 
activo en la política partidista. 

(c) No ser o haber sido representante legal del 
peticionario en cualquier proceso judicial o 
administrativo. 

(d) Tener la mayoría de edad 

(e) Tener contacto frecuente con el peticionario 

(f) Ser una persona de integridad moral. 

(g) No tener historial delictivo 
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iii. Se realizará una investigación en la comunidad sobre 
la conducta e integridad moral de la persona 
propuesta para amigo consejero. 

iv. No se requerirá cumplir con el requisito de amigo 
consejero en aquellos casos en que el plan de salida 
propuesto consista únicamente en ser ingresado a 
un programa interno. 

[…] 

11. La Junta tendrá discreción para considerar los 
mencionados criterios según considere conveniente y 
cualquier otro meritorio con relación a la rehabilitación del 
peticionario y al mejor interés de la sociedad. 

Sección 9.1(A) del Reglamento núm. 7799 de 2010; (énfasis 

nuestro). 

A su vez, la sección 9.2(A)(12) del Reglamento núm. 7799 

establece los documentos que tiene que tener ante sí la Junta al 

considerar un caso para el privilegio de libertad bajo palabra, lo 

que incluye:  

12. Evaluación médica, sicológica y/o siquiátrica 

a.  La Junta podrá requerir la evaluación psicológica 
o psiquiátrica del Negociado de Rehabilitación y 
Tratamiento o de Salud Correccional, o entidad 
análoga debidamente acreditada por el Estado, en 
aquellos casos en que la persona se encuentre 
cumpliendo sentencia por delitos contra la vida y/o 
delitos sexuales, conforme al estado de derecho 
vigente a la fecha en que fue sentenciado, o en 
cualquier otro casos en que la Junta lo considere 
necesario. 

b. Estos informes tendrán una vigencia de dos (2) años 
desde la fecha de la evaluación. 

Sección 9.2(A)(12) del Reglamento núm. 7799 de 2010; (énfasis 

nuestro). Corresponde al Departamento de Corrección y 

Rehabilitación proveerle a la Junta todos los documentos que 

contengan la información relacionada con los criterios establecidos 

en la sección 9.1 y enumerados en la sección 9.2 para la fecha de 

la vista de consideración o la fecha en que reconsidere el caso. 

Sección 9.2(A) de Reglamento núm. 7799 de 2010. 

-III- 

En su recurso Ramos Ponce alega, en esencia, que la Junta 

de Libertad bajo Palabra erró al denegarle el privilegio solicitado, a 

pesar de que cumple con los requisitos de elegibilidad establecidos 
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por dicha entidad, especialmente en cuanto a que presentó un 

plan de salida, estructurado y viable en el área de residencia y de 

amigo consejero. Al discutir el primer señalamiento de error, aduce 

que aunque no pudo presentar evidencia de que recibía el beneficio 

del Seguro Social Federal, tal hecho era de fácil corroboración para 

la Junta de Libertad bajo Palabra a través de la Oficina de Trabajo 

Social de la Institución Correccional; anejó a este recurso copia 

acreditativa de tal hecho. En su segundo señalamiento, arguye que 

no es necesario que el candidato a amigo consejero residiera en la 

misma jurisdicción que el peticionario del privilegio, pues en este 

caso la candidata reside en Arecibo y él propuso residir en Lares, 

por lo que, a su juicio, no existía impedimento legal en cuanto a la 

jurisdicción. Por último, aduce que incidió la Junta al no referir la 

investigación sobre la residencia propuesta al Programa de la 

Comunidad de Utuado.  

Citamos las conclusiones de derecho de la Junta de Libertad 

bajo Palabra en la resolución recurrida ante este foro:   

En el caso de autos, el peticionario […] [n]o presentó Oferta 
de Empleo alegando que cuenta con Seguro Social de lo que 
tiene que someter evidencia. La Amiga Consejera 
propuesta fue corroborada. Sin embargo, esta candidata 
reside en una jurisdicción distinta a donde está ubicada 
la residencia del peticionario. La candidata debe ser de 
la misma jurisdicción. En cuanto al hogar, este propuso a 
su hermana. Sin embargo, su hermana expreso que este 
cuenta con residencia propia. Esta residencia está ubicada 
en la jurisdicción de Utuado, por lo que el programa de 

Arecibo no lo pudo corroborar. Lo que nos lleva a concluir 
que el hogar no está corroborado. Además de que al 
peticionario le fue revocada su Libertad a Prueba el 16 
de diciembre de 201[3] por nuevo delito. Sin embargo, en 
el PROXY arrojó Bajo Riesgo de Probabilidad de 
Reincidencia.  

Luego de haber sido evaluada la totalidad del expediente del 
peticionario entendemos que son de mayor peso los factores 
que no lo favorecen para la concesión de este privilegio. Por 
consiguiente, se deniega la Libertad bajo Palabra a Edgardo 
Ramos Ponce. 

Por otro, lado, debido a la naturaleza misma de los delitos e 
historial delictivo, resulta necesario que el peticionario 
sea evaluado por el Negociado de Rehabilitación y 
Tratamiento para determinar la necesidad de 
tratamiento.  

[…] 
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Se dispone No conceder el privilegio de Libertad bajo 
Palabra a Edgardo Ramos Ponce. La Junta de Libertad bajo 
Palabra volverá a considerar este caso para octubre de 
2016 para cuando se requiere sea remitido Informe de 
Ajuste y Progreso, Plan de Salida Corroborado y evidencia 
de Seguro Social.   

(Énfasis nuestro).  

 Al margen de los señalamientos de error, y de que algunos 

de ellos no sean necesariamente inmeritorios, —como el hecho de 

que debió referirse la residencia propuesta al Programa de la 

Comunidad de Utuado para la investigación—, la Junta de 

Libertad bajo Palabra al denegar el privilegio solicitado concluyó 

como cuestión de hecho y de derecho que debido a la naturaleza 

del delito (empleo de violencia contra la autoridad pública y 

amenazas), así como el historial delictivo, era necesario que el 

peticionario fuera evaluado psicológicamente por el Negociado de 

Rehabilitación y Tratamiento. El delito al que hace mención la 

Junta fue cometido en una fecha posterior a la primera condena 

por violaciones a la Ley de Sustancias Controladas, por lo que el 

16 de diciembre de 2013 se le revocó el privilegio de Libertad a 

Prueba que entonces disfrutaba.   

Luego de considerar detenidamente los criterios que la Junta 

consideró resolvemos que la decisión no tiene visos de ser 

caprichosa o arbitraria o que no estuviera fundamentada en el 

expediente que obraba ante su consideración. Tampoco podemos 

considerar que la Junta fue irrazonable al pedir, para examen en la 

vista a celebrarse en el mes de octubre de 2016, una evaluación 

del Negociado de Rehabilitación y Tratamiento, máxime cuando 

ello es consecuente con la reglamentación aplicable a tales 

solicitudes. Véanse, sección 9.2(A)(12) del Reglamento núm. 7799 

de 2010, antes citado. Como foro revisor afirmamos que la Junta 

de Libertad bajo Palabra tiene la obligación de corroborar, a su 

entera satisfacción, que el miembro de la población correccional 

que solicita el privilegio cumple con los criterios establecidos en la 
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ley y el reglamento, por lo que puede exigir que su decisión esté 

basada en evaluaciones e informes psicológicos actualizados del 

Negociado de Rehabilitación y Tratamiento. 

Respecto a la candidata a amiga consejera propuesta por 

Ramos Ponce, es necesario aclarar que aunque no es un requisito 

expreso en la reglamentación aplicable que esta resida en la misma 

jurisdicción, si es necesario que tenga “contacto frecuente con el 

peticionario”, artículo IX, sección 9.1, inciso (A)(7)(f), (ii)(e), del 

Reglamento núm. 7799 de 2010. En fin, nada en el expediente nos 

mueve a variar la determinación de la Junta respecto a la 

denegatoria del privilegio de libertad bajo palabra, pues, no hay 

duda de que su determinación es altamente discrecional y está 

fundamentada en los criterios establecidos por la ley y el 

reglamento aplicable.  

-IV- 

Por los fundamentos expuestos, CONFIRMAMOS la resolución 

recurrida. 

Se advierte que el Secretario del Departamento de Corrección 

y Rehabilitación deberá entregar copia de esta resolución al 

recurrente, en cualquier institución donde este se encuentre. 

Así lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica. 

 
 

 
 

Dimarie Alicea Lozada 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


